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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las trece horas y cincuenta y cinco 

minutos del día diez de febrero de dos mil veintiuno. 

El día veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, se recibió aviso, en el cual se indica que 

en horas de la mañana del día trece de noviembre de dos mil veinte, el vehículo placas N- 14 611, 

tipo microbús, propiedad del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS) fue utilizado para 

"mover a personal" a las elecciones del Consejo Superior de Salud Pública (CSSP), desarrolladas en 

las instalaciones de la Universidad Andrés Bello de San Salvador. 

A ese respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

l. El poder sancionatorio que tiene este ente administrativo contralor de la ética en la función

pública, ha sido habilitado constitucionalmente por el Art. 14 de la Constitución, siendo una potestad 

jurídicamente limitada por la ley, que constituye una de las facetas del poder punitivo del Estado. 

El ejercicio de las facultades y competencias del Tribunal de Ética Gubernamental (TEG), es 

un reforzamiento de los compromisos adquiridos por el Estado a partir de la ratificación de la 

Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción. Es así como el legislador, consciente de la importancia que el desempeño ético de la 

función pública reviste en un Estado de Derecho, estableció un catálogo de deberes que rigen el actuar 

de todos aquellos que forman parte de la Administración Pública; además, de un listado de conductas 

que conforman materia prohibitiva para el proceder de estos sujetos. 

De tal forma, el procedimiento administrativo sancionador competencia de este Tribunal tiene 

por objeto determinar la existencia de infracciones a los deberes y prohibiciones éticas reguladas en 

los artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEO, y sancionar a los 

responsables de las mismas. 

No obstante ello, el artículo 81 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental (RLEG), 

establece los supuestos que constituyen causales de improcedencia de la denuncia, entre ellos, que el 

hecho denunciado no constituya transgresión a las prohibiciones o deberes éticos, de acuerdo a los 

términos establecidos en la letra b) de la disposición aludida. 

Por lo que, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una norma; por ende, la facultad sancionadora de esta institución se restringe 

únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados por la LEG, ya que 

la potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que deriva del ordenamiento 

jurídico, encontrándose en la ley la delimitación de su ámbito de competencia. 

11. En el presente caso, como ya se indicó, el informante anónimo señala que el día trece de

noviembre de dos mil veinte, el vehículo N- 14 611, propiedad del ISSS habría sido utilizado para 

transportar a personal de dicha institución hasta la Universidad Andrés Bello de San Salvador, lugar 

donde se llevaron a cabo las votaciones del CSSP 

Al respecto, se advierte que dicha situación es atípica con relación a los deberes y 

prohibiciones éticos establecidos en la Ley de Ética Gubernamental, pues al tratarse de una actividad 

oficial, en la cual por ley le corresponde participar al gremio médico, odontológico y farmacéutico, 

no se advierten elementos para considerar un posible uso indebido del referido vehículo. 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En ese contexto 
es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en el artículo 30 de la Ley de 
Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación del criterio de la 21-20-RA-SCA del 
16/11/2020.






